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Expediente 66001-31-03-001-2009-00131-01

Decide la Sala la impugnación interpuesta por el señor Julio César García Giraldo contra la sentencia proferida el 28 de mayo del presente año por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que instauró frente al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira y la Unidad Residencial Los Profesionales P.H.
ANTECEDENTES:

Expresa el demandante que es propietario de un apartamento ubicado en la unidad residencial “Los profesionales”; de sus ingresos como pensionado dependen su esposa, tres hijos menores de edad y su suegra; se instauró demanda ejecutiva en su contra porque se atrasó en el pago de las cuotas de administración, lo que sucedió porque hubo de atender un crédito hipotecario con el banco AV Villas; ha planteado fórmulas de arreglo a la administración del edificio, las que no han sido atendidas “por  cuanto la señora Abogada (sic) está empecinada a (sic) dejarme a mi y a mi familia sin un techo digno”; el despacho que conoce del proceso señaló como fecha para diligencia de remate el día 14 de mayo de 2009, sin tener en cuenta que su apartamento tiene un avalúo de $150.000.000 y se está rematando por una suma menor, lo que hace más gravosa su situación.

Considera vulnerados sus derechos a la vivienda digna y al debido proceso y con el fin de obtener su protección, solicita se ordene a la administradora de la Unidad Residencial Los Profesionales “tenga en cuenta un acuerdo de pago acorde con sus capacidades económicas”.  Como medida provisional pidió la suspensión de la diligencia de remate.

La demanda correspondió al Juzgado Primero Civil del Circuito que la admitió por auto del 13 de mayo de este año, providencia en la que se ordenaron las notificaciones de rigor y se accedió a la medida provisional solicitada.

La funcionaria accionada, al ejercer su derecho de defensa, después de hacer un resumen del trámite que se ha dado al proceso, indicó que se ha sometido al procedimiento previsto por la ley para los procesos ejecutivos de mínima cuantía y que no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante. Solicita se nieguen las pretensiones.

Por intermedio de apoderada judicial, la representante legal de la unidad residencial “Los Profesionales PH” se pronunció. Explicó que cursa proceso ejecutivo en contra del accionante, por mora en  el pago de las cuotas de administración; que la propuesta de pago no se le aceptó porque ha incumplido otros compromisos y además no se le cobran las sumas que en realidad adeuda; que esa negativa no vulnera sus derechos fundamentales y que el mismo señor no se pronunció en el trámite del proceso, en relación con el avalúo que se dio al inmueble de su propiedad. Pide no tutelar los derechos invocados.
A la instancia se puso término con sentencia del 28 de mayo último,  por medio de la cual se negó el amparo solicitado. Estimó el funcionario de primera instancia que la titular del juzgado demandado no ha vulnerado derecho alguno porque en el tramite del proceso se ha ajustado a la normatividad vigente; el ejecutado no se pronunció en relación con el avalúo dado al inmueble de su propiedad y a la administradora del edificio Los Profesionales no puede imponérsele conducta procesal como la que se solicita en el escrito por medio del cual se promovió la acción.

Inconforme con ese fallo el demandante lo impugnó.  
CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que la tutela resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional… 

“Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a reemplazar ‘(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.’ Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos,

“Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico;  (iii) error inducido;  (iv) decisión sin motivación,  (v) desconocimiento del precedente y  (vi) violación directa de la Constitución”

La procedencia de la protección por vía de tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, gira en torno a la configuración de alguna de las causales señaladas en la citada jurisprudencia. Solo de producirse circunstancia de tal naturaleza, puede el juez constitucional intervenir, con el fin de garantizar el respeto a los derechos fundamentales.

De otro lado, es sabido que una de las características de la acción de tutela es el constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedente de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

Resulta entonces menester determinar si el actor hizo uso de los instrumentos previstos en el ordenamiento jurídico para hacer valer sus derechos fundamentales dentro de la actuación en la que considera le fueron vulnerados, porque la subsidiaridad propia de la tutela no permite emplearla para subsanar lo que resultaba posible hacer al interior del proceso, de haber hecho el afectado uso de los mecanismos previstos para el efecto. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“La existencia de otro mecanismo de defensa judicial hace improcedente la acción de tutela; sin embargo, el juez en cada caso está facultado para determinar el grado de idoneidad y eficacia del otro instrumento, a efecto de determinar la procedencia del amparo. De esta manera se pone de manifiesto el carácter restringido de la solicitud de tutela, por cuanto no se trata de un mecanismo que sirva para homologar los procesos establecidos en el sistema normativo, ni para dar a las partes la posibilidad de iniciar procesos paralelos a los que comúnmente sirven para desatar conflictos judiciales.

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.
“Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela….”

No es posible por tanto acudir a la tutela  como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los medios ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra el demandante lesionado sus derechos fundamentales en la decisión del juzgado accionado de ordenar el remate del inmueble de su propiedad, perseguido en el proceso ejecutivo que en su contra le adelanta la Unidad Residencial Los Profesionales, por un avalúo inferior al que realmente corresponde.
Con la  inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia, se acreditó que ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira se adelantó en contra del aquí accionante, proceso ejecutivo de mínima cuantía promovido por la Unidad Residencial Los Profesionales P.H.; el 18 de marzo de 2005 se libró la orden de pago, sin que el demandado hubiese realizado el pago o propuesto excepciones en el término concedido con ese fin; el 29 de junio del mismo año se profirió sentencia en la que se ordenó el remate y avalúo de los bienes; el 14 de diciembre siguiente se practicó la liquidación del crédito y de las  costas; el 28 de agosto de 2007 la parte actora reportó un abono hecho a la deuda y  pidió el remate del bien embargado para lo cual aportó el avalúo del mismo apoyado en el catastral aumentado en un 50%; el 4 de septiembre de 2007 se dio traslado a las partes de tal avalúo y el término venció en silencio; posteriormente se reportaron otros abonos y se reliquidó el crédito; la parte actora solicitó suspensión del proceso hasta el mes de septiembre de 2008 por haber llegado a un acuerdo con el ejecutado; ante su incumplimiento, se dispuso reanudar el proceso y por auto del 17 de marzo pasado se fijó fecha para llevar a acabo la diligencia de remate, la que se suspendió con la medida provisional adoptada en el auto que admitió esta acción.

Surge de esa prueba que el accionante no empleó el medio judicial ordinario a su alcance para la defensa del derecho al debido proceso presuntamente vulnerado por el juzgado accionado, pues se le concedió la oportunidad de objetar el avalúo dado al inmueble de su propiedad, y dejó vencer en silencio el término respectivo.
El juez de tutela no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones interlocutorias que por negligencia o descuido de las partes no fueron sometidos a la decisión de los funcionarios competentes para solucionarlos dentro del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa. Tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a una decisión que se encuentra en firme.

En esas condiciones, resulta claro que se configuró la causal primera de improcedencia de la tutela, prevista en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que dice que no procederá cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, lo que aquí tampoco acontece pues ningún hecho se relató que justifique concederla en tal forma.

Las anteriores razones son suficientes para negar el amparo, pues se insiste, la tutela no ha sido concebida como medio alternativo de solución de conflictos, ni para revivir términos que las partes dejaron vencer sin hacer uso de los mecanismos ordinarios que el legislador prevé para garantizar derechos fundamentales. 

De otro lado, la acción de tutela no es medio idóneo para ordenar a un acreedor aceptar una propuesta de pago, como  lo pretende el accionante, porque en tal forma se vulnerarían derechos como la libertad y autonomía personal. En consecuencia, como la negativa de la entidad acreedora en celebrar con su deudor un nuevo acuerdo, no lesiona derecho fundamental alguno del peticionario, tampoco procedía el amparo que frente a la Unidad Residencial Los Profesionales se solicitó.
En consecuencia, se confirmará la  decisión de primera instancia y por haberse omitido, se adicionará para ordenar el levantamiento de la medida provisional adoptada en el auto admisorio de la tutela.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E :

1°.- CONFIRMAR la sentencia de fecha 28 de mayo de 2009, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, ADICIONÁNDOLA para levantar la medida provisional de suspensión de la diligencia de remate decretada en el auto admisorio de la tutela. 

2°.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3°.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



GONZALO FLÓREZ MORENO



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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